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P R E S E N T E

Hubo un tiempo en la evolución de la humanidad en que la tortura era considerada un ejercicio lícito, en medio de una guerra, o para el ejercicio del poder por los gobiernos y los imperios. Pero hubo un tiempo en donde la humanidad fue adquiriendo mayor sensibilidad y la tortura pasó a ser un ejercicio deleznable e inhumano. En la evolución de la humanidad, el ejercicio de la tortura quedaría posteriormente penado en el orden jurídico internacional, volviéndose una práctica inaceptable contra otro ser humano.

Un crimen, cuya práctica ofende a todo el conjunto de la humanidad.

Con el ejercicio del Golpe de Estado como tal, existe una analogía simétrica con lo que anteriormente sucedía con la práctica de la tortura. La diferencia, es que éste ha sido históricamente llevado a cabo por grupos facciosos, en general, conducidos por las fuerzas armadas de un país, vulnerando todo el sistema legal del mismo, todas las garantías fundamentales de sus ciudadanos y todo el andamiaje legal de esa sociedad donde es perpetrado.

Todos los golpes de Estado, sin excepción, vulneran un conjunto de derechos fundamentales, entre los cuales se encuentran, los comprendidos en la definición de Crimen de Lesa Humanidad de la Corte Penal Internacional.

A estos se les suman muchos otros, como la cancelación de los derechos de reunión, de asociación, de información, de libre expresión, por nombrar sólo algunos.

Un Golpe de Estado, siempre quebranta la voluntad soberana de un pueblo, suplantándola por la de un grupo, cuyos intereses en ningún caso, responden a las necesidades e intereses de la mayoría de su población.

A diferencia de la tortura, el Golpe de Estado, suma indefectible de un gran conjunto de violaciones de derechos fundamentales, así como su nefasta práctica para el bienestar y la vida de los pueblos, aún no ha adquirido un rango jurídico internacional que sancione a sus principales ejecutores.

El establecimiento de las penalidades a las que se hacen merecedores y su incorporación al orden jurídico internacional, permitirían que, al igual que con la tortura, quienes lo practican no sean tomados como un caso aislado, beneficiados, premiados o sancionados según las conveniencias y complicidades políticas, sino impedida su práctica por estar contemplada en el sistema legal internacional.

Históricamente, el conjunto de naciones nunca ha sancionado de manera unánime un Golpe de Estado. Las negaciones de reconocimiento a un Gobierno, o rompimiento de relaciones, han sido prácticas aisladas, aunque muchas veces numerosas, nunca como hoy se han manifestado en bloque como contra el Golpe de Estado de Honduras.

Es la primera vez, que los países de la OEA, reaccionan en conjunto, aislando a un Gobierno golpista. Esta voluntad hoy claramente manifiesta y valorada por todos a favor de la democracia, no puede estar sujeta a la voluntad de los gobiernos de turno. Si mañana cambia el signo de Gobierno o sus intereses políticos o ideológicos, cambia entonces, la aceptación o el rechazo a un Golpe de Estado en un país. 

Como estamos en el entendido de que el conjunto de naciones ha elegido el sistema democrático como el único aceptable para el bien de una sociedad y de la convivencia de la raza humana, el Golpe de Estado como tal, y su práctica, no puede estar al arbitrio de los gobiernos de turno. Sería, a esta altura de la evolución, como si la tortura aún pudiera ser aceptada o condenada de acuerdo a la ideología o a la conveniencia política de quien gobierna en una nación. 

Nuestra propuesta es sencilla, se basa en la punibilidad de un hecho delictivo. Si un individuo común, comete un delito, se hace acreedor a la sanción penal que a ese delito le corresponde. Por lo tanto, si un grupo de individuos, asociados facciosamente, suprimen todo el andamiaje legal de un país, comenzando por su Carta Magna, éste hecho, que encierra la suma de muchos delitos subsecuentes, debe, obligadamente, ser punible por las leyes internacionales.

Es la única posibilidad, que el conjunto de delitos en contra de toda una sociedad, que representa un Golpe de Estado, y que ofende a toda la humanidad, encuentre justicia de una manera certera y no caprichosa, supeditada a la voluntad política del momento.

Esto permitiría que los golpistas, una vez acometido su crimen contra un país y esa sociedad, puedan ser detenidos, apenas pretendan salir de su país, en misión oficial, por razones particulares, estén aún en sus funciones, o ya hayan cesado en ellas. 

El Golpe de Estado en Honduras, abrió una nueva puerta, de retorno al pasado con el restablecimiento de una práctica que significa abolir todos los derechos de un pueblo, como todo su sistema legal. A partir de allí, en un territorio donde se ha dado un Golpe de Estado, se vive al arbitrio de la voluntad, de quienes se han adueñado de la vida de sus habitantes y del rumbo de esa sociedad, como la violación sistemática a muchos de los derechos humanos comprendidos dentro de la definición de Crimen de Lesa Humanidad.

El hecho de incorporar, penalidades concretas contra el acto delictivo y faccioso del Golpe de Estado, es una llave para cerrar esa puerta, de manera definitiva, a una nueva cadena de golpes de Estado, en nuestro continente y en el mundo.

Es por esto que solicito formalmente, que la presente propuesta sea tratada en el seno de la Organización de Naciones Unidas, para garantizar la defensa de la vida, de los derechos fundamentales de los pueblos, como su libre determinación, y el ejercicio soberano de su voluntad política, y para terminar con la práctica siempre criminal de los Golpes de Estado en el mundo.

Marcelo Fabián Monges- Escritor argentino-

